
2) El artículo 2, apartado 1, de la Directiva 2006/126 y los artículos 21 TFUE, 45 TFUE, 49 TFUE y 56 TFUE deben interpretarse 
en el sentido de que no se oponen a que un Estado miembro imponga una sanción a una persona que, aunque haya cumplido los 
requisitos de expedición de un permiso de conducción establecidos en esta Directiva, conduce un vehículo de motor en el territorio de 
ese Estado miembro sin disponer de un permiso de conducción conforme con las exigencias del modelo de permiso de conducción que 
determina dicha Directiva y que, en espera de la expedición de tal permiso por otro Estado miembro, únicamente puede acreditar la 
existencia de su autorización para conducir obtenida en ese otro Estado miembro mediante un certificado temporal expedido por este 
último, siempre que dicha sanción no sea desproporcionada en relación con la gravedad de los hechos de que se trate. A este respecto, 
al valorar la gravedad de la infracción cometida por esa persona y la severidad de la sanción que deba imponérsele, corresponde al 
órgano jurisdiccional remitente tener en cuenta, como eventual circunstancia atenuante, el hecho de que dicha persona obtuvo la 
autorización para conducir en otro Estado miembro, acreditada por la existencia de un certificado expedido por ese otro Estado 
miembro y que será sustituido en principio antes de su expiración, a petición de la persona interesada, por un permiso de conducción 
conforme con las exigencias del modelo de permiso de conducción establecido en la Directiva 2006/126. Ese mismo órgano 
jurisdiccional deberá examinar igualmente, durante su análisis, qué peligro real representaba dicha persona para la seguridad de la 
circulación vial en su territorio.

(1) DO C 260 de 18.7.2016.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 25 de octubre de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Verwaltungsgerichtshof — Austria) — Majid Shiri, también conocido 

como Madzhdi Shiri

(Asunto C-201/16) (1)

«Procedimiento prejudicial — Reglamento (UE) n.o 604/2013 — Determinación del Estado miembro 
responsable del examen de una solicitud de protección internacional presentada en uno de los Estados 

miembros por un nacional de un tercer país — Artículo 27 — Recurso — Alcance del control 
jurisdiccional — Artículo 29 — Plazo para efectuar el traslado — Falta de ejecución del traslado en el 

plazo establecido — Obligaciones del Estado miembro responsable — Transferencia de la 
responsabilidad — Exigencia de una decisión del Estado miembro responsable»

(2017/C 437/12)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Verwaltungsgerichtshof

Partes en el procedimiento principal

Majid Shiri, también conocido como Madzhdi Shiri

con intervención de: Bundesamt für Fremdenwesen und Asyl

Fallo

1) El artículo 29, apartado 2, del Reglamento (UE) n.o 604/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, por 
el que se establecen los criterios y mecanismos de determinación del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de 
protección internacional presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un tercer país o un apátrida, debe 
interpretarse en el sentido de que, si el traslado no se efectúa en el plazo de seis meses establecido en su artículo 29, apartados 1 y 2, 
la responsabilidad se transfiere de pleno derecho al Estado miembro requirente, sin que sea necesario que el Estado miembro 
responsable se niegue a tomar a cargo o a readmitir a la persona interesada.
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2) El artículo 27, apartado 1, del Reglamento n.o 604/2013, en relación con el considerando 19 de este Reglamento, y el artículo 47 
de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea deben interpretarse en el sentido de que un solicitante de protección 
internacional debe tener la posibilidad de acceder a una tutela judicial efectiva y rápida que le permita alegar el vencimiento del plazo 
de seis meses establecido en el artículo 29, apartados 1 y 2, de dicho Reglamento producido con posterioridad a la adopción de la 
decisión de traslado. El derecho que una normativa nacional como la controvertida en el litigio principal otorga a tal solicitante de 
alegar, en el marco de un recurso interpuesto contra la decisión de trasladarlo, circunstancias posteriores a la adopción de ésta, 
satisface esa obligación de establecer una tutela judicial efectiva y rápida.

(1) DO C 260, de 18.7.2016.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta) de 26 de octubre de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Administrativen sad Sofia-grad — Bulgaria) — Balgarska energiyna borsa 

AD (BEB) / Komisia za energiyno i vodno regulirane (KEVR)

(Asunto C-347/16) (1)

[Procedimiento prejudicial — Artículos 101 TFUE y 102 TFUE — Directiva 2009/72/CE — Artículos 9, 
10, 13 y 14 — Reglamento (CE) n.o 714/2009 — Artículo 3 — Reglamento (UE) n.o 1227/2011 — 

Artículo 2, punto 3 — Reglamento (UE) 2015/1222 — Artículo 1, apartado 3 — Certificación y 
designación de los gestores de transporte independientes — Restricciones al número de personas a las que 

en territorio nacional se puede conceder licencia de transporte de electricidad]

(2017/C 437/13)

Lengua de procedimiento: búlgaro

Órgano jurisdiccional remitente

Administrativen sad Sofia-grad

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Balgarska energiyna borsa AD (BEB)

Demandada: Komisia za energiyno i vodno regulirane (KEVR)

Fallo

Los artículos 9, 10, 13 y 14 de la Directiva 2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas 
comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que se deroga la Directiva 2003/54/CE, el artículo 3 del Reglamento (CE) 
n.o 714/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, relativo a las condiciones de acceso a la red para el 
comercio transfronterizo de electricidad y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.o 1228/2003, el artículo 2, punto 3, en relación con 
el considerando 3, del Reglamento (UE) n.o 1227/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, sobre la 
integridad y la transparencia del mercado mayorista de la energía, y el artículo 1, apartado 3, del Reglamento (UE) 2015/1222 de la 
Comisión, de 24 de julio de 2015, por el que se establece una directriz sobre la asignación de capacidad y la gestión de las congestiones, 
no se oponen, en circunstancias como las del asunto principal, a que la normativa nacional fije restricciones al número de personas a las 
que en un territorio determinado se puede conceder licencia de transporte de electricidad. 

(1) DO C 326 de 5.9.2016.
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